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El desastre del Rana Plaza  
siete años después:  
Iniciativas transnacionales  
y proyecto de tratado
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Resumen: Se examinan iniciativas innovadoras de derecho laboral transnacional 
en respuesta al desastre del Rana Plaza (Bangladesh) en 2013. Respaldadas por la 
OIT, tuvieron gran éxito, pero fueron insuficientes para un cambio duradero en la 
industria de la confección: las prácticas de abastecimiento de las grandes marcas 
en la cadena mundial de suministro obstaculizan la inversión en seguridad y salud 
en el trabajo. El proyecto de tratado de las Naciones Unidas sobre las empresas 
y los derechos humanos podría mejorar la toma de responsabilidades dentro de 
una combinación inteligente y multinivel de mecanismos públicos y privados, pero 
convendría que reflejara la experiencia adquirida tras el desastre del Rana Plaza. 

Palabras clave: empresas y derechos humanos, cadena mundial de suministro, 
OIT, normas internacionales del trabajo, SST, Rana Plaza.

1.  Introducción
¿Hubo realmente un antes y un después en lo que respecta a las empresas y a 
los derechos humanos marcado por el colapso del edificio Rana Plaza en 2013? 
Este artículo comienza trazando los acontecimientos que siguieron a dicha ca-
tástrofe, acaecida en Bangladesh, el segundo mayor productor mundial de pren-
das de vestir, centrándose en las respuestas en las que participó la OIT. Por muy 
significativos que hayan sido los resultados, apenas rozan las causas profundas 
que lo provocaron: las peligrosas condiciones de trabajo que imperan en la in-
dustria de la confección y los obstáculos para obtener reparación en caso de 
daños y perjuicios. Las asimetrías estructurales de la cadena de valor mundial 
han hecho que los tres acuerdos que se firmaron inmediatamente después del 
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desastre, el Acuerdo sobre Incendios y Seguridad de los Edificios en Bangladesh 
(en adelante, el Acuerdo), la Alianza para la Seguridad de los Trabajadores de 
Bangladesh (la Alianza) y el Plan del Rana Plaza (Rana Plaza Arrangement, en 
adelante, el Plan), sigan siendo experiencias transnacionales creativas pero in-
completas. Dada la continua búsqueda de una mayor rendición de cuentas en 
las cadenas mundiales de valor, una posible nueva vía es el proceso de redac-
ción de un instrumento vinculante sobre las empresas y los derechos humanos 
en curso actualmente en el marco de las Naciones Unidas. Este proyecto, que 
se analizará en la tercera sección del presente artículo, debería aprovechar la 
experiencia adquirida con las iniciativas anteriores. Según las conclusiones del 
presente análisis, todavía se necesitan respuestas múltiples para lograr un mayor 
respeto de los derechos de los trabajadores, impedir tragedias similares en el fu-
turo y hacer que los responsables de los daños rindan cuentas. 

2.  Primeras iniciativas tras la tragedia del Rana Plaza
2.1.  El desastre y los cambios que siguieron en Bangladesh
El 24 de abril de 2013 se producía en las inmediaciones de Dhaka el derrumbe 
del ya desgraciadamente célebre Rana Plaza, con las cinco fábricas de ropa 
que albergaba. Al menos 1132 hombres y mujeres perdieron la vida, y más de 
2500 personas quedaron heridas entre los escombros.1 Los trabajadores de la 
industria textil que se encontraban en el edificio fabricaban ropa para diver-
sas marcas extranjeras, en el marco de una serie de acuerdos comerciales con 
proveedores y subcontratistas. El día antes de que el edificio se derrumbara se 
había comunicado la existencia de grietas a un inspector, quien había ordenado 
su evacuación. Sin embargo, preocupados por los apremiantes plazos de entrega, 
los empleadores amenazaron con despedir a los trabajadores que no volvieran 
a sus puestos al día siguiente (Kabeer, Huq y Sulaiman, 2019, pág. 2). Aquellos 
que lo hicieron perdieron la vida o quedaron gravemente heridos. 

Tras el desastre, los supervivientes y los familiares dependientes de los tra-
bajadores fallecidos emprendieron acciones judiciales. Se presentaron cargos 
penales contra 38 personas, pero muy pocos han terminado en prisión (Aha-
mad e Islam, 2019; Alamgir y Banerjee, 2019, pág. 284). Además, se solicitaron 
daños y perjuicios en los tribunales civiles de diversos países, pero los casos 
han tropezado con muchos obstáculos: en general, diatribas sobre jurisdicción, 
capacidad procesal, fundamentos jurídicos, elección del derecho aplicable, pla-
zos de prescripción, principio de responsabilidad, normas sobre la admisión 
de pruebas, evaluación de los daños e instrucciones para la cobertura de los 
costos (Salminen, 2018; Doorey, 2019; véase también Kessedjian y Cantú Rivera, 
2020). En particular, las demandas judiciales se han topado con «el conservadu-
rismo de la ley de la negligencia, que se resiste a la imposición a las empresas 
de la obligación de proteger a los trabajadores de la cadena de suministro de 

1 Véase https://www.ilo.org/global/topics/geip/WCMS_614394/lang--en/index.htm (acceso el 28/08/ 
2020). 

https://www.ilo.org/global/topics/geip/WCMS_614394/lang--en/index.htm
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los daños causados por terceros» (Doorey, 2019, pág. 107).2 Si bien los proce-
sos judiciales son eficaces para ejercer presión sobre las empresas, temerosas 
de empañar su reputación, se trata de una vía lenta, arriesgada y costosa. El 
instrumento vinculante propuesto por las Naciones Unidas sobre las empresas 
y los derechos humanos aborda esos obstáculos, y tal vez podría representar 
un cambio (véase la sección 3). 

Otra forma de exigir justicia fue la búsqueda de alternativas como las ini-
ciativas experimentales transnacionales posteriores al desastre ya mencionadas, 
que se examinan a continuación: el Acuerdo, la Alianza y el Plan (con su Fondo 
Fiduciario), complementadas con programas de cooperación técnica ampliados. 
La indignación internacional que suscitó el terrible accidente había puesto al 
descubierto el fracaso de las iniciativas privadas voluntarias de las marcas de 
ropa (Berliner et al., 2015, pág. 131; véase también Bernaz, 2017; Martin, 2018). 
Bangladesh, donde alrededor del 80 por ciento de las exportaciones se generan 
en la industria de la confección, obtuvo la implantación de la producción en su 
territorio, con los puestos de trabajo asociados, aceptando las prácticas de apro-
visionamiento y compra impuestas por las marcas mundiales de ropa. En el 
marco de esas prácticas, el abaratamiento artificial de los precios de las prendas 
de vestir para los consumidores ejerce una presión a la baja sobre las condicio-
nes de trabajo y los salarios (OIT, 2016a; Human Rights Watch, 2019, págs. 2-5; 
Barrett, Baumann-Pauly y Gu, 2018). 

Antes de la crisis provocada por la COVID-19, la industria de la confección 
de Bangladesh empleaba entre 3,5 y 4 millones de personas, de las cuales entre 
el 60 y el 80 por ciento eran mujeres. El mantenimiento de esos puestos de tra-
bajo en el país ha sido pues fundamental para su estrategia de desarrollo (Ka-
beer, Huq y Sulaiman, 2019; Rahman y Moazzem, 2017). Sin embargo, dada la 
táctica de los fabricantes de atraer a las empresas a las que proveen con precios 
y salarios bajos (Khan y Wichterich, 2015; Human Rights Watch, 2019), no es sor-
prendente que opongan resistencia a mecanismos redistributivos como la nego-
ciación colectiva. Tampoco debería serlo que surjan conflictos laborales, como 
ponen de manifiesto años de represión gubernamental de protestas y huelgas 
por la representación sindical, los niveles salariales y las mejoras en materia de 
seguridad (Rahman y Langford, 2012; Clean Clothes Campaign, 2020). Los órga-
nos de control de la OIT han puesto de relieve durante mucho tiempo la falta de 
voluntad y de capacidad del Gobierno para llevar a cabo inspecciones y garan-
tizar la libertad sindical.3 La fuerte influencia de los propietarios de las fábricas 
de prendas de vestir en el Gobierno de Bangladesh, la fragmentación de los sin-

2 Esta visión pesimista debe matizarse a la luz del caso Nevsun Resources Ltd. c. Araya (2020) 
SCC5 37919, fallado por el Tribunal Supremo del Canadá el 28 de febrero de 2020 declarando ad-
misibles reclamaciones contra una empresa canadiense por violaciones de los derechos humanos 
(trabajo forzoso) en Etiopía.

3 Véase el perfil de Bangladesh en el marco del mecanismo de control de la OIT, en https://
www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:11110:0::NO::P11110_COUNTRY_ID:103500, especial-
mente en lo que respecta a los comentarios pendientes en relación con el Convenio sobre la ins-
pección del trabajo, 1947 (núm.  81), y el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del 
derecho de sindicación, 1948 (núm. 87). También sigue pendiente una queja en virtud del artícu- 
lo 26 de la Constitución de la OIT presentada en 2019, en la que se alega el incumplimiento de esos 
Convenios y del Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949 (núm. 98). 

https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:11110:0::NO::P11110_COUNTRY_ID:103500
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:11110:0::NO::P11110_COUNTRY_ID:103500
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dicatos y sus vínculos con los partidos políticos obstaculizaron los esfuerzos por 
encontrar una respuesta nacional viable a la tragedia del Rana Plaza (Alamgir y 
Banerjee, 2019, págs. 280 y 284; Rahman y Moazzem, 2017, págs. 83-84; Aizawa 
y Tripathi, 2015, pág. 148). Por consiguiente, las grandes marcas, los sindicatos 
internacionales y locales, las organizaciones no gubernamentales (ONG) y otros 
actores interesados han buscado soluciones a escala transnacional.

2.2.  �El Acuerdo sobre Incendios y Seguridad de los Edificios 
en Bangladesh

Concluido rápidamente por actores muy diversos, el Acuerdo abrió nuevos ca-
minos como instrumento vinculante que supeditaba el acceso al mercado mun-
dial a mejoras en las fábricas con plazos determinados, al tiempo que preveía un 
programa ambicioso y transparente de inspección independiente, presentación 
de informes periódicos, reparación, solución de controversias, capacitación y re-
forma de la legislación. Se trató de una iniciativa sin precedentes por el número 
de empresas y trabajadores que participaron en ella y por su carácter jurídica-
mente vinculante (Reinecke y Donaghey, 2015, pág. 257; Evans, 2015). Tanto el 
Acuerdo original de 2013, que tuvo una vigencia de cinco años, como su exten-
sión de algo más de dos años, conocida como el Acuerdo de Transición de 2018, 
supeditaban el acceso al mercado de las marcas mundiales a la introducción de 
mejoras por los proveedores locales. También incluía la presentación periódica 
de informes públicos sobre los resultados de las inspecciones conjuntas y de los 
planes de medidas correctivas. Asimismo, constituyó un ejemplo de las funciones 
que la OIT puede asumir como organismo neutral coordinador y rector, mode-
rador y asesor. En definitiva, el Acuerdo ilustró cómo la OIT puede encontrar los 
medios para que las partes en el ámbito local dejen de culparse mutuamente y 
se centren en encontrar soluciones (Alvarez et al., 2019, pág. 688). 

El Acuerdo logró resultados impresionantes en las fábricas que cubría, que 
eran en su mayoría proveedores de primer nivel, pero en general no tuvo nin-
guna influencia en los eslabones más bajos de la cadena de suministro, donde 
persistieron todos los riesgos. La atención prestada por el Acuerdo a la seguridad 
de los edificios y contra incendios, junto con otros aspectos de seguridad y salud 
en el trabajo (SST), tuvo que complementarse con otras iniciativas destinadas 
a fortalecer la representación de los trabajadores y la negociación colectiva. A 
pesar de la multiplicidad de las partes en el Acuerdo, este se vio obstaculizado 
por la no inclusión de la influyente asociación de exportadores locales, cuya opo-
sición fue frontal. En general, resultó eficaz para la consecución de sus objetivos 
inmediatos, pero no pudo hacer frente a problemas más profundos relativos a la 
falta de protección, ni a las trágicas consecuencias no deseadas del desastre para 
los proveedores y los trabajadores locales. No obstante, la experiencia ofrece 
valiosas enseñanzas que el actual proyecto de tratado vinculante de las Nacio-
nes Unidas sobre las empresas y los derechos humanos debe tener en cuenta. 

2.2.1.  La conclusión y el alcance del Acuerdo
Inmediatamente después del derrumbe del Rana Plaza, las confederaciones sin-
dicales mundiales IndustriALL y UNIGLOBAL, junto con 40 marcas mundiales de 
ropa, pidieron a la OIT que facilitara la negociación de un acuerdo. El paso inicial 
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hacia el mismo fue una Declaración conjunta sobre incendios y seguridad de los 
edificios basada en el Plan de Acción Nacional Tripartito sobre Seguridad contra 
Incendios para el Sector de la Confección de Bangladesh, que se había firmado 
en marzo de 2013 (Diller, 2015, pág. 336; Reinecke y Donaghey, 2015, pág. 265). 

El Acuerdo, quinquenal, concluido el 13 de mayo de 2013,4 reunió finalmente 
a 220 marcas y minoristas. Fueron testigos de la firma las dos confederaciones 
sindicales mundiales antes mencionadas, ocho sindicatos bangladesíes afilia-
dos a las mismas y cuatro organizaciones no gubernamentales (ONG) interna-
cionales (Diller, 2015, pág.  336; Reinecke y Donaghey, 2015, pág.  274; Accord, 
2018). Su objetivo era prever inspecciones independientes y planes de preven-
ción, indemnización y saneamiento en relación con los incendios peligrosos y 
las condiciones de seguridad de los edificios (Diller, 2015, pág. 336). Las marcas 
de ropa contribuían (en proporción ponderada a su cuota anual de producción 
en Bangladesh, sujeta a un tope) a cubrir los costos de inspección en las fábricas 
de sus proveedores, pero no a financiar las medidas de saneamiento. En virtud 
del Acuerdo, los proveedores debían respetar, sin represalias, los derechos de 
los trabajadores tanto a presentar quejas como a rechazar el trabajo inseguro. 
También se comprometían a proteger los puestos de trabajo durante las tareas 
de saneamiento y reconstrucción de las fábricas. El Acuerdo también preveía 
la capacitación en materia de seguridad y la participación de los trabajadores. 
Sin embargo, todo ello provocó la oposición de los exportadores locales, que no 
habían sido incluidos en el comité directivo del Acuerdo por temor al obstruc-
cionismo. Ello se convirtió más tarde en un importante obstáculo para la con-
tinuación del Acuerdo (Alamgir y Banerjee, 2019, págs. 288 y 291; Blasi y Bair, 
2019, pág. 18).5 

2.2.2. � El Acuerdo de Transición de 2018  
y el posterior Consejo de Sostenibilidad

En junio de 2017, un grupo de empresas multinacionales de la confección y dos 
sindicatos internacionales firmaron un segundo acuerdo para continuar con el 
plan de seguridad en las fábricas de Bangladesh después de la expiración pre-
vista del Acuerdo en mayo de 2018.6 Este pacto, que pasó a conocerse como el 
Acuerdo de Transición de 2018, cubría alrededor del 80 por ciento de las fábricas 
incluidas en el Acuerdo original (Anner, 2018, pág. 14), y se había previsto que 
se mantuviera en vigor hasta el 31 de mayo de 2021, con una prórroga potencial 
hasta 2023 (Kang, 2019). El Acuerdo de Transición mantuvo las características 
del Acuerdo original, extendió la obligatoriedad de los comités mixtos de SST a 
las fábricas de todos los niveles e intensificó los compromisos en relación con 
el respeto de la libertad sindical (Accord, 2019a). Sin embargo, la Asociación de 
Fabricantes y Exportadores de Prendas de Vestir de Bangladesh (BGMEA) deci-

4 Puede consultarse en https://bangladesh.wpengine.com/wp-content/uploads/2018/08/2013-Ac 
cord.pdf (acceso el 25/09/2020).

5 Véase también https://www.business-humanrights.org/en/latest-news/bangladesh-accord-on- 
fire-building-safety-to-cease-operations-in-country-by-end-of-nov-2018-unless-govt-grants-extension/ 
(acceso el 28/08/2020).

6 Véase https://bangladesh.wpengine.com/wp-content/uploads/2018/08/2018-Accord.pdf (acceso 
el 28/08/2020).

https://bangladesh.wpengine.com/wp-content/uploads/2018/08/2013-Accord.pdf
https://bangladesh.wpengine.com/wp-content/uploads/2018/08/2013-Accord.pdf
https://www.business-humanrights.org/en/latest-news/bangladesh-accord-on-fire-building-safety-to-cease-operations-in-country-by-end-of-nov-2018-unless-govt-grants-extension/
https://www.business-humanrights.org/en/latest-news/bangladesh-accord-on-fire-building-safety-to-cease-operations-in-country-by-end-of-nov-2018-unless-govt-grants-extension/
ttps://bangladesh.wpengine.com/wp-content/uploads/2018/08/2018-Accord.pdf
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dió oponerse a la prórroga del Acuerdo de 2013 y apoyó la acción judicial de un 
miembro, que dio lugar a una orden de paralización de las actividades en vir-
tud del mismo en 2018 por el Tribunal Supremo (Kang, 2019). Tras una serie de 
acontecimientos, se logró un consenso entre el Comité Directivo del Acuerdo y 
la BGMEA respaldado por el Gobierno que permitió la reanudación de esas ac-
tividades (Accord, 2019b). 

Entretanto se habían iniciado los preparativos para una transición, a partir 
del Acuerdo, hacia un mecanismo nacional con dos pilares: la Célula de Coor-
dinación de las actividades de saneamiento del Departamento de Inspección 
de Fábricas y Establecimientos (DIFE) del Ministerio de Trabajo y Empleo y, a 
partir del 31 de mayo de 2020, el Consejo de Sostenibilidad de la Industria de 
la Confección (RMG Sustainability Council), de carácter privado (Accord, 2017, 
2018, 2019b y 2019c). En virtud del consenso alcanzado en enero de 2020 entre 
el Comité Directivo del Acuerdo y la BGMEA,7 las funciones de inspección, sa-
neamiento, capacitación y tramitación de quejas del Acuerdo pasaron a ser com-
petencia del Consejo de Sostenibilidad a partir del 1.º de junio de 2020 (Accord, 
2020a). Este Consejo también asumió la responsabilidad de los activos y del per-
sonal local asociados al Acuerdo, y funcionará con carácter voluntario (Accord, 
2020a; Paton, 2020). 

A pesar de ciertas garantías (Accord, 2019b y 2020b), existen dudas conside-
rables sobre la viabilidad y la transparencia de este mecanismo (Clean Clothes 
Campaign, 2020; Paton, 2020). La estructura de gobernanza del Consejo de Sos-
tenibilidad estará compuesta por representantes de la BGMEA y de una asocia-
ción de prendas de punto vinculada a la misma, marcas mundiales y sindicatos 
internacionales y nacionales, en cooperación con el DIFE. Sin embargo, es poco 
probable que este órgano pueda reunir el mismo nivel de recursos de que se 
disponía para la inspección en virtud del Acuerdo (unos 11 millones de dólares 
de los Estados Unidos al año, según Anner, 2018, pág. 3). 

El Consejo de Sostenibilidad prestará apoyo al DIFE en coordinación con el 
Programa de la OIT destinado a mejorar las condiciones de trabajo en el sector 
de la confección, que se inició seis meses después del derrumbe del Rana Plaza 
y bajo cuya égida se puso en marcha el programa Better Work Bangladesh; su 
segunda fase está prevista que concluya en 2023. El programa Better Work, en 
el que participan diversas partes interesadas, incluidos los actores tripartitos, en-
traña colaboración entre la OIT y la Corporación Financiera Internacional (CFI) 
para promover la competitividad en el sector de la confección incentivando el 
cumplimiento de las normas internacionales del trabajo y superando los obstácu- 
los para financiar las medidas correctivas (OIT y CFI, 2016; OIT, 2017). El pro-
grama ha promovido la inspección, las tareas de saneamiento, la reforma de la 
legislación, la creación de una cultura de seguridad y la creación de capacidad, 
incluidos los aspectos de género (OIT, 2017; OIT, 2018). Otra importante vía de 
acción paralela consiste en la puesta en marcha de un nuevo plan nacional de 
seguro de accidentes del trabajo basado en los derechos, como parte de un sis-
tema de protección social sostenible (OIT, 2018). Además, la OIT podrá basarse 
en los comentarios de sus órganos de control para asesorar al DIFE. 

7 Véase https://bangladeshaccord.org/updates/2020/06/01/transition-to-the-rmg-sustainability-coun 
cil-rsc (acceso el 28/08/2020).

https://bangladeshaccord.org/updates/2020/06/01/transition-to-the-rmg-sustainability-council-rsc
https://bangladeshaccord.org/updates/2020/06/01/transition-to-the-rmg-sustainability-council-rsc
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2.2.3.  Los resultados en virtud del Acuerdo
Como experiencia transnacional innovadora que hace hincapié en el control 
del cumplimiento y la transparencia, el Acuerdo representó una movilización 
de las capacidades de los trabajadores y los consumidores para ampliar la go-
bernanza de la cadena de suministro en la industria de la confección de Ban-
gladesh (Alamgir y Banerjee, 2019, pág. 275; Evans, 2015; Reinecke y Donaghey, 
2015, pág. 267). Ha permitido recabar datos estadísticos actualizados sobre sa-
neamiento, inspección, capacitación, quejas e indemnizaciones en relación con 
la seguridad de las fábricas (véase Accord, 2020c), así como informes trimes-
trales agregados (por ejemplo, Accord, 2020b). La divulgación de las evaluacio-
nes de conformidad alentó a las empresas líderes a abastecerse en fábricas que 
cumplieran con las normas (Blasi y Bair, 2019, pág. 37). Entre los aspectos vin-
culantes fundamentales del Acuerdo figuraban los relativos a las inspecciones 
independientes, el saneamiento de edificios, las quejas y la solución de contro-
versias, y la representación y capacitación de los trabajadores. 

1) Inspecciones y saneamiento
En enero de 2020 se habían realizado muchos miles de inspecciones en más de 
1600 fábricas, con una tasa de saneamiento inicial de más del 90 por ciento, y 
había previstas otras 400 inspecciones (Accord, 2020b). Según un estudio inde-
pendiente anterior, el programa mejoró los márgenes de seguridad para más de 
2,5 millones de trabajadores del sector de la confección (Anner, 2018, pág. 1). No 
cabe duda de que se trata de un gran logro. En otro estudio sobre la situación 
en materia de SST se constató que las fábricas cubiertas por el Acuerdo resis-
tían favorablemente la comparación con las incluidas en el Plan de Acción Na-
cional Tripartito, que tendían a estar más abajo en la cadena de valor (Khan y 
Wichterich, 2015, págs. 33-36). En otro estudio, en el que participaron 1500 tra-
bajadores de la industria de la confección, se llegó a la conclusión de que las 
actividades asociadas a la participación en el Acuerdo habían generado mejo-
ras evidentes en diversos aspectos de las condiciones de trabajo o bien habían 
creado un entorno mucho más favorable al éxito de otras presiones para mejo-
rar las condiciones de trabajo en comparación con las fábricas no cubiertas por 
el Acuerdo (Kabeer, Huq y Sulaiman, 2019, pág. 29). Sin embargo, queda mucho 
por hacer, en particular en las fábricas más pequeñas que se encuentran más 
abajo en la cadena de valor (Alamgir y Banerjee, 2019; Khan, 2018; Paton, 2020). 
La crisis de la COVID-19 entraña ahora nuevos problemas sanitarios, así como 
el riesgo de que los trabajadores de la confección pierdan sus empleos (Clean 
Clothes Campaign, 2020).

En lo que respecta a las medidas correctivas sometidas a plazos concretos 
en virtud del Acuerdo, de las 1645 fábricas inspeccionadas durante el periodo 
pertinente, 156 habían recibido órdenes de cierre y otras tantas habían sido 
reubicadas en enero de 2020 (Accord, 2020b). El Acuerdo también dio lugar a 
evacuaciones temporales en por lo menos 50 casos (Anner, 2018, pág. 2). Las fá-
bricas que no aplicaron las medidas de seguridad exigidas perdieron su dere-
cho a abastecer a las marcas signatarias del Acuerdo (Accord, 2019a y 2020a). El 
éxito relativo del Acuerdo se ha atribuido a que exige a las empresas líderes que 
modifiquen sus prácticas de abastecimiento, de manera que la oferta de trabajo 
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decente redunde en el interés económico de los proveedores tanto por medio de 
incentivos como de sanciones (Blasi y Bair, 2019, pág. 6). 

Sin embargo, los precios pagados por las grandes marcas disminuyeron, en 
realidad, tras el Acuerdo (Anner, 2018), lo que puso en peligro la financiación de 
las medidas correctivas y el apoyo de los proveedores al mismo. Al tener que asu-
mir todos los costos, a veces enormes, de las medidas correctivas, las empresas 
locales se quejaron del hecho de que, finalmente, eran ellas las que soportaban 
el peso de los bajos precios de abastecimiento pagados por las marcas (Alam-
gir y Banerjee, 2019, pág. 290; Khan y Wichterich, 2015, págs. 23-25). El retraso 
en los pagos a los proveedores acabó por agravar la situación (Human Rights 
Watch, 2019). En julio de 2015, la CFI abrió una línea de crédito destinada es-
pecíficamente a financiar el saneamiento de las fábricas de prendas de vestir. 
Sin embargo, a pesar de los recursos financieros liberados por esta y por otras 
iniciativas similares, según un estudio conjunto de la OIT y la CFI persistieron 
dificultades como los altos tipos de interés, la falta de conocimientos financie-
ros y los «cuellos de botella» (OIT y CFI, 2016). A esto se añade ahora el colapso 
económico de la industria causado por la pandemia de COVID-19. Para que los 
fabricantes puedan realizar mejoras importantes se necesitarán cambios en las 
políticas de abastecimiento y de fijación de precios (Accord, 2018; Human Rights  
Watch, 2019). 

2) Quejas y resolución de controversias
Las quejas más comunes presentadas hasta ahora en virtud del Acuerdo se han 
referido a los incendios, los riesgos estructurales y eléctricos, los riesgos sanita-
rios (inclusive debido a los horarios de trabajo) y la violencia en el lugar de tra-
bajo (Accord, 2019a, 2020b y 2020c). Como efectos colaterales, el mecanismo de 
presentación de quejas también permitió la reincorporación de algunos trabaja-
dores que habían sido despedidos ilegalmente y la recuperación de los salarios 
impagados (Anner, 2018; Donaghey y Reinecke, 2018, pág. 33). 

Las disposiciones generales sobre solución de controversias del Acuerdo re-
sultaron ser particularmente importantes desde la perspectiva del derecho trans-
nacional. Si el Comité Directivo no resolvía una cuestión en el plazo de 21 días 
a partir de la presentación de una queja, el Acuerdo establecía laudos arbitra-
les que se hacían legalmente ejecutables en el Estado de origen de la marca, de 
conformidad con normas internacionales explícitas (párrafo 5 del Acuerdo de 
2013). En 2016 y 2017, las federaciones sindicales mundiales presentaron denun-
cias ante la Corte Permanente de Arbitraje, alegando que dos firmas no habían 
exigido a sus proveedores que repararan las instalaciones en los plazos estable-
cidos ni habían negociado con ellos condiciones comerciales que hicieran di-
chas reparaciones financieramente viables. La Corte rechazó las objeciones de 
admisibilidad de los demandados, confirmando las obligaciones jurídicas del 
Acuerdo y sus mecanismos de aplicación. No se adoptó ninguna decisión sobre 
el fondo,8 ya que las partes resolvieron ambas quejas por sí mismas (véase Pie-
trogiovanni, 2018, págs. 274-275). En uno de los casos se llegó a un acuerdo por 

8 «Procedural Order no. 2 – PCA Case no. 2016-36 and PCA Case no. 2016-37, 4 September 
2017», International Labor Rights Case Law, vol. 4, núm. 2-3, págs. 246-270.
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valor de 2,3 millones de dólares con una marca multinacional de ropa (Anner, 
2018, pág. 14). Aunque las empresas permanecen en el anonimato, la amenaza 
de arbitraje ha dado lugar, según los datos disponibles, a la resolución de varios 
conflictos en el marco del Acuerdo (Blasi y Bair, 2019, pág. 35). Sin embargo, las 
preocupaciones por las demoras, los costos, los procedimientos complicados y 
otras cuestiones relacionadas con el sistema experimental de solución de con-
troversias del Acuerdo dieron lugar a las posteriores Cláusulas Modelo de Ar-
bitraje de controversias surgidas en el marco de los acuerdos vinculantes entre 
marcas (en adelante, Cláusulas Modelo de Arbitraje).9

3) Formación y representación de los trabajadores
En 2019 habían recibido capacitación 1200 comités de SST, con la participación 
de 1,8 millones de trabajadores (Accord, 2019a). Las menores tasas de alfabeti-
zación de las mujeres y su reticencia comparativa a presentar quejas sobre la 
seguridad condujeron a modificar los programas de capacitación en materia 
de SST (Alliance, 2014; Donaghey y Reinecke, 2018, pág. 32). La experiencia ad-
quirida a través de los comités de SST contribuyó a fomentar la participación 
de los trabajadores (Kabeer, Huq y Sulaiman, 2019; Rahman y Moazzem, 2017). 
El Acuerdo ha sido elogiado por su filosofía de democracia industrial (relativa) 
(Donaghey y Reinecke, 2018), basada en la idea central de colaboración entre 
trabajadores y empresarios (Accord, 2018). No obstante, las percepciones al res-
pecto divergen en cierta medida entre los actores mundiales y algunos actores 
locales, como diversas organizaciones de trabajadores y ONG más pequeñas que 
se han sentido ignoradas (Alamgir y Banerjee, 2019; Chowdhury, 2017). En cual-
quier caso, es poco probable que los logros obtenidos en virtud del Acuerdo se 
consoliden en el marco del nuevo mecanismo nacional si no se afianza a largo 
plazo el respeto de la libertad sindical y del derecho de negociación colectiva 
tanto en la legislación como en la práctica y en los comportamientos (OIT, 2016a, 
págs. 13-14). La combinación de la negociación colectiva y de la acción colectiva 
podría ser especialmente eficaz (Human Rights Watch, 2019, págs. 29-30). 

2.3. � La Alianza para la Seguridad de los Trabajadores  
de Bangladesh

Además del Acuerdo, surgió una segunda iniciativa transnacional, la Alianza 
para la Seguridad de los Trabajadores de Bangladesh, bajo liderazgo norteameri-
cano.10 En contraste con el Acuerdo, en la Alianza participó únicamente la parte 
empresarial, sin imponer ninguna fuerza vinculante ni garantías laborales (Ai-
zawa y Tripathi, 2015, pág. 146). Los 27 minoristas signatarios del «Acuerdo de 
los Miembros» de la Alianza (posteriormente 29) se comprometían a promover 
durante cinco años la mejora de la seguridad contra incendios y la seguridad 
en general de los edificios de 587 fábricas de sus cadenas de suministro (Dona-

9 Disponible (en inglés) en https://cleanclothes.org/file-repository/arbprojfinaldraft_june-17-2020-1.
pdf/view//cleanclothes.org/file-repository/arbprojfinaldraft_june-17-2020-1.pdf/view (acceso el 28/08/ 
2020). 

10 Véase el texto del «Acuerdo de los Miembros» (Members’ Agreement) en http://www.ban 
gladeshworkersafety.org/files/Alliance-Member-Agreement-FINAL.pdf; y el texto de los Estatutos, en 
http://www.bangladeshworkersafety.org/files/Alliance-Bylaws-FINAL.pdf (acceso el 28/08/2020). 

https://cleanclothes.org/file-repository/arbprojfinaldraft_june-17-2020-1.pdf/view
https://cleanclothes.org/file-repository/arbprojfinaldraft_june-17-2020-1.pdf/view
http://www.bangladeshworkersafety.org/files/Alliance-Member-Agreement-FINAL.pdf
http://www.bangladeshworkersafety.org/files/Alliance-Member-Agreement-FINAL.pdf
http://www.bangladeshworkersafety.org/files/Alliance-Bylaws-FINAL.pdf
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ghey y Reinecke, 2018, pág. 25; Khan y Wichterich, 2015, pág. 37). La estructura 
de gobernanza incluía a la BGMEA, pero el presidente de esta la retiró en 2015. 

La Alianza incluía inspecciones y capacitación en materia de seguridad fi-
nanciadas por las marcas, la concesión de préstamos y los medios para canalizar 
las contribuciones al fondo de indemnizaciones (véase el punto 2.4.1). Además 
de las inspecciones y las medidas de saneamiento realizadas en el marco de 
la Alianza, se recopilaron datos y conocimientos. Sin embargo, esta iniciativa 
contribuyó muy poco a desarrollar capacidad en las organizaciones, pues bá-
sicamente implicaba la «benevolencia» de las marcas, más que un enfoque de 
«negociación laboral» como el del Acuerdo (Donaghey y Reinecke, 2018, pág. 30). 
En lo que respecta a las indemnizaciones a las víctimas del derrumbe, o a sus 
supervivientes, las empresas tanto de la Alianza como del Acuerdo participaron 
en el Plan (véase el punto 2.4.1). 

La Alianza se interrumpió en diciembre de 2018. Ha sido sucedida por la 
iniciativa denominada Nirapon, en la que participan 23 de los minoristas que 
la conformaban (Glover, 2019). Nirapon puede organizar inspecciones y propor-
cionar capacitación y asesoramiento, pero no tiene el mandato de evaluar a las 
fábricas, ni de imponerles acciones correctivas o sancionarlas con su suspensión 
respecto de la iniciativa. En diciembre de 2019, Nirapon perdió una apelación 
contra una decisión judicial anterior que había impuesto una prohibición de las 
inspecciones por seis meses (ibid.). En cierto sentido, la Alianza, menos ambi-
ciosa, preparó el terreno para el Consejo de Sostenibilidad, que se considera el 
sucesor del Acuerdo, aunque prioritariamente dirigido por la parte empresarial. 

2.4.  El Plan del Rana Plaza y el Fondo Fiduciario
2.4.1.  El Plan
El desastre del Rana Plaza dejó a los supervivientes de las víctimas mortales y 
a los numerosos heridos clamando por una indemnización por los daños y per-
juicios sufridos. Sin embargo, Bangladesh carecía de un mecanismo eficaz para 
ofrecer dicha indemnización a los familiares de los trabajadores fallecidos y a 
los trabajadores supervivientes que necesitaban atención médica a largo plazo 
(OIT, 2015). Las sumas globales habrían resultado insuficientes y no habrían 
estado a la altura de las normas mínimas (OIT, 2018; véase también Prentice, 
2019). Había claramente un vacío en lo que respecta a la reparación efectiva, el 
mismo tipo de vacío que el proyecto de tratado de las Naciones Unidas pretende 
subsanar (véase la sección 3). 

En septiembre de 2013, la Campaña Ropa Limpia (Clean Clothes Campaign) y 
la federación sindical mundial IndustriALL plantearon el problema a la OIT, que 
actuó como intermediaria en las consultas multipartitas. Los grupos represen-
tantes de los trabajadores propusieron un plan de indemnización de 74 millones 
de dólares de los Estados Unidos que habría cubierto las pérdidas de ingresos a 
largo plazo y la compensación por el dolor y el sufrimiento (Prentice, 2019). Sin 
embargo, la mayoría de las empresas mundiales del sector de la confección, que 
no eran los empleadores directos de las víctimas, rechazaron cualquier respon-
sabilidad legal, evitando los términos «indemnización» y «derechos». En cam-
bio, estaban dispuestas a hacer contribuciones «caritativas» para su distribución  



Rana Plaza, iniciativas transnacionales y proyecto de tratado 609

entre las víctimas (Prentice, 2019). El «Entendimiento para un Plan sobre los 
pagos a las víctimas del accidente del Rana Plaza y a sus familias y dependientes 
por sus pérdidas», conocido como el Plan (The Arrangement), se concluyó el 20 
de noviembre de 2013.11 Los signatarios del Entendimiento fueron el Gobierno 
de Bangladesh, la BGMEA, la Federación de Empleadores de Bangladesh, varias 
marcas y minoristas mundiales, sindicatos mundiales y locales y una ONG in-
ternacional y local (ibid.).12 El texto del Entendimiento incluía «directrices prác-
ticas» destinadas a proporcionar a las víctimas pagos «de manera transparente 
y equitativa» (párrafo 1, a)). Se creó un órgano multipartito, el Comité de Coor-
dinación del Rana Plaza, a cargo de aplicar las directrices. La función de la OIT 
en relación con el Plan era, como en el caso del Acuerdo, asumir la presiden-
cia neutral e independiente y proporcionar conocimientos técnicos a petición 
de los interesados, sin responsabilidad directa en su aplicación (párrafo 5 del 
Entendimiento). 

Una característica fundamental consistía en seguir un «enfoque único» para 
la tramitación de las solicitudes de compensación, «coherente con» las normas 
de la OIT (párrafo 1 de las Directrices prácticas del Plan), en particular, los prin-
cipios del Convenio sobre las prestaciones en caso de accidentes del trabajo y 
enfermedades profesionales, 1964 (núm. 121), aunque Bangladesh no lo hubiera 
ratificado. El Comité de Coordinación estableció métodos para el cálculo y la dis-
tribución de las prestaciones, creó un órgano de expertos para la administración 
de las solicitudes y encomendó a ONG locales la prestación de asesoramiento y 
asistencia a las víctimas con vistas a la presentación de las mismas. Un trabaja-
dor con una lesión permanente causada por el accidente del Rana Plaza recibi-
ría pagos mensuales de por vida correspondientes al 60 por ciento de su salario 
pagadero en octubre de 2013 (beneficiándose así de un aumento salarial poste-
rior al desastre), con un porcentaje que se factoriza según el nivel de discapa-
cidad de la persona. También se ideó una fórmula para el pago de una suma 
global a los familiares dependientes de los trabajadores fallecidos, teniendo en 
cuenta el número de miembros del hogar y las disposiciones pertinentes de la 
legislación de Bangladesh (Prentice, 2019). Todos los cálculos se realizaron con 
asistencia actuarial.

Las fórmulas utilizadas para definir la compensación fueron negociadas 
sobre la base de competencias técnicas y de las normas internacionales del tra-
bajo. Tomando como modelo los planes nacionales de accidentes laborales que 
surgieron a principios del siglo xx como alternativa al derecho de responsabili-
dad civil por negligencia basada en la culpa, el Plan del Rana Plaza requería la 
aceptación de las víctimas de la naturaleza definitiva y exclusiva de los pagos.13 
Además, las víctimas cuyas lesiones o traumas por el accidente les impedían vol-
ver a la industria de la confección también recibieron formación, asesoramiento 
y apoyo médico en virtud del Plan (OIT, 2017, págs. 5, 28 y 30-31).

11 Texto (en inglés) disponible en https://ranaplaza-arrangement.org/MOU_Practical_Arrange 
ment_FINAL-RanaPlaza-c34d165e591e40d43a603e95ac2b38e9.pdf (acceso el 28/08/2020).

12 Véase https://ranaplaza-arrangement.org. 
13 Pero sin renunciar al derecho de reclamar daños y perjuicios por dolor y sufrimiento; tales 

daños y perjuicios, entre otros, han sido reclamados en los tribunales de Bangladesh y en otros lu-
gares; la mayoría de los fallos finales aún se desconocen.

https://ranaplaza-arrangement.org/MOU_Practical_Arrangement_FINAL-RanaPlaza-c34d165e591e40d43a603e95ac2b38e9.pdf
https://ranaplaza-arrangement.org/MOU_Practical_Arrangement_FINAL-RanaPlaza-c34d165e591e40d43a603e95ac2b38e9.pdf
https://ranaplaza-arrangement.org/
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2.4.2.  Fondo Fiduciario Rana Plaza
A petición de los signatarios del Plan, en enero de 2014 la OIT creó el Fondo Fi-
duciario independiente Rana Plaza para posibilitar las donaciones de terceros 
destinadas a las víctimas y recaudadas principalmente a través del Acuerdo y 
de la Alianza.14 Los defensores de los trabajadores y los activistas de la sociedad 
civil lanzaron campañas públicas para presionar a las marcas para que hicie-
ran donaciones (Blasi y Bair, 2019, pág. 28). Las marcas internacionales de ropa 
aportaron la mayoría, pero no todos los fondos recaudados (algunos gobiernos 
también hicieron donaciones). La lentitud de las contribuciones provocó cierta 
frustración entre los solicitantes (Prentice, 2019). Algunas empresas contribuye-
ron a ONG que operaban fuera del marco del Comité de Coordinación del Plan 
(Chowdhury, 2017). 

Las primeras solicitudes presentadas en virtud del Plan se recibieron once 
meses después de que el edificio se derrumbara. Para octubre de 2015, con la 
OIT como fideicomisaria, el Fondo Fiduciario había desembolsado más de 30 mi-
llones de dólares de los Estados Unidos a 5109 beneficiarios, unas cifras sin pre-
cedentes. Otra suma, que supera el millón de dólares, está cubriendo los gastos 
médicos de los trabajadores del Rana Plaza, entre otros, a través del Fondo para 
la Atención Médica de Trabajadores Lesionados, creado en octubre de 2016 (con 
representantes del Gobierno, la Federación de Empleadores y los sindicatos como 
fideicomisarios). Los trabajadores con discapacidades permanentes más graves 
se han beneficiado de un acuerdo con una ONG local. Tres comisionados (uno 
internacional y dos nacionales) determinaron la cuantía de la compensación que 
se concedería a cada solicitante dentro del marco acordado. Se ha supervisado 
la ejecución de los pagos para asegurar el uso correcto de los fondos y para pro-
tegerlos contra el fraude. El Plan y el Fondo Fiduciario se han considerado como 
una vía de transición hacia una disposición a más largo plazo a nivel nacional, 
a saber, el tan necesitado régimen de seguro contra los accidentes del trabajo 
(Clean Clothes Campaign, 2020). 

2.4.3.  Evaluación del Plan y del Fondo Fiduciario
La forma en que el Plan se autodefine parece justificada: «una iniciativa innova-
dora que, por primera vez, reunió a representantes de toda la cadena de sumi-
nistro para acordar un proceso integral e independiente de compensación por 
pérdida de ingresos a las familias afectadas por el desastre del Rana Plaza».15 
Y la compensación total involucrada fue significativa. Las preocupaciones ex-
presadas sobre el «efecto de blanqueo» del Plan ante los consumidores, los le-
gisladores y los adjudicatarios (Salminen, 2018) parecen exageradas. Ignoran el 
hecho de que, si se hubiera dejado a cada trabajador o a sus familiares la ardua 
tarea de buscar remedio individualmente ante los tribunales locales, todavía 
estarían esperando y, tal vez, terminarían arruinados debido a los honorarios  

14 Los términos y condiciones del Fondo Fiduciario Rana Plaza pueden consultarse en https://
ranaplaza-arrangement.org/trustfund-terms-conditions-15fe5ed864523fdbb573bc1c9161abf4.pdf (ac-
ceso el 28/08/2020). 

15 Véase https://ranaplaza-arrangement.org (acceso el 28/08/2020). 

https://ranaplaza-arrangement.org/trustfund-terms-conditions-15fe5ed864523fdbb573bc1c9161abf4.pdf
https://ranaplaza-arrangement.org/trustfund-terms-conditions-15fe5ed864523fdbb573bc1c9161abf4.pdf
https://ranaplaza-arrangement.org/trustfund-terms-conditions-15fe5ed864523fdbb573bc1c9161abf4.pdf
 https://ranaplaza-arrangement.org (acceso el 28/08/2020). 


Rana Plaza, iniciativas transnacionales y proyecto de tratado 611

de los abogados. Por el contrario, gracias a este mecanismo colectivo único,  
los trabajadores lesionados y las familias de las víctimas mortales recibieron  
los pagos con relativa rapidez. 

Sin embargo, el hecho de tratar el asunto como si fuera una obra de cari-
dad perpetuó en esencia la negación de la responsabilidad de las empresas por 
las repercusiones potenciales de su actividad comercial. En cualquier caso, la 
metodología desarrollada para las compensaciones por las consecuencias del 
desastre, basada en normas internacionales del trabajo, puede utilizarse y se 
ha utilizado en otros casos, como el Fondo de Administración de Reclamacio-
nes Tazreen y el Acuerdo de indemnización para las víctimas del incendio de 
Ali Enterprises en el Pakistán (Prentice, 2018). Así pues, es posible que las ini-
ciativas en relación con el Rana Plaza con un impacto más duradero resulten 
ser el Plan y el Fondo Fiduciario, y no tanto el Acuerdo, más ligado al contexto 
específico de este accidente. 

2.5. � Evaluación general de las iniciativas en respuesta  
al desastre del Rana Plaza 

En general, los esfuerzos combinados del Acuerdo, la Alianza, el Plan y su Fondo 
Fiduciario, y el Programa Better Work de la OIT y la CFI en Bangladesh han dado 
buenos resultados: pagos rápidos en muchos casos y otras medidas de compen-
sación para las víctimas; mejora de la seguridad estructural, eléctrica y contra in-
cendios en la mayoría de las fábricas de la confección cubiertas; fortalecimiento 
de la capacidad de inspección local; resolución de numerosas quejas; provisión 
de capacitación, y nuevas vías de participación que también han fortalecido la 
representación de los trabajadores. Como demostraron los fallos de la Corte Per-
manente de Arbitraje y su ejecución subsiguiente, el innovador Acuerdo creó 
obligaciones jurídicamente vinculantes que terminaron por respetarse en gran 
medida (a pesar de haber sido impugnadas, estar sujetas a plazos limitados y 
ser de aplicación no generalizada en el sector de la confección). La experiencia 
del Acuerdo se plasmó en las nuevas cláusulas modelo de arbitraje, que también 
se basaron en el Reglamento de Arbitraje Comercial y Derechos Humanos de La 
Haya, de 2019,16 y en el Reglamento de Arbitraje de la Comisión de las Naciones 
Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) (revisado en 2013).17 
Si bien el sistema de compensación en virtud del Plan también fue objeto de al-
gunas críticas, la OIT, trabajando de manera creativa con sus asociados, logró 
reunir a representantes de diversos intereses y encontrar buenas soluciones 
prácticas aplicables en el plano internacional a fin de que los pagos llegaran a las 
víctimas y a sus supervivientes. El ejercicio por parte de la OIT de sus funciones 
de coordinación, intermediación neutral, fideicomiso y asesoría en respuesta al 
desastre del Rana Plaza ha legitimado el valor de la Organización. Sin embargo, 
con 187 Estados Miembros, la mayoría de los cuales son países en desarrollo, los 

16 Center for International Legal Cooperation: The Hague rules on business and human rights 
arbitration, La Haya, 2019. 

17 Naciones Unidas: Reglamento de la CNUDMI sobre la transparencia en los arbitrajes entre 
inversionistas y Estados en el marco de un tratado, Comisión de las Naciones Unidas para el Dere-
cho Mercantil Internacional, Resolución 68/109, Nueva York, 2013. 
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niveles de recursos de la OIT no permitirían reproducir una respuesta de esta 
magnitud en todos los lugares en que surgiera la necesidad. 

No obstante, la experiencia adquirida en el marco de estas tres iniciativas 
en cuanto a concepción, gestión y ejecución (OIT, 2015) de planes de este tipo 
podría servir para los esfuerzos actuales con miras a adoptar nuevas normas 
internacionales sobre el acceso a medidas de reparación (véase la sección 3). 
Además de ilustrar el útil papel que puede desempeñar la OIT, las iniciativas en 
respuesta al desastre del Rana Plaza demostraron la importancia de la transpa-
rencia en la gestión (mediante la divulgación de las evaluaciones de conformi-
dad, por ejemplo) y del control del cumplimiento (de los laudos arbitrales, entre 
otros). El método mejorado de tramitación de reclamaciones independientes, 
basado en el asesoramiento técnico y las normas internacionales del trabajo, 
también podría emularse en futuras iniciativas. Asimismo, teniendo en cuenta 
lo aprendido en relación con la democracia industrial y la participación de los 
trabajadores, los futuros instrumentos deberían hacer hincapié en el respeto de 
la libertad sindical y del derecho de negociación colectiva, así como ser sensibles 
a las cuestiones de género.

Ahora bien, las iniciativas y programas de conformidad sujetos a plazos de-
finidos pueden tener importantes efectos ejemplares, pero no bastan para co-
rregir las asimetrías de fondo en la cadena de valor. Apenas se ocupan de las 
prácticas relativas al abastecimiento, la fijación de precios y las adquisiciones en 
la industria de la confección, que son la causa fundamental de las deplorables 
condiciones de trabajo que imperan en el sector, pero quedan fuera del ámbito 
de acción de estos mecanismos (Alamgir y Banerjee, 2019, pág. 293; véase tam-
bién Berliner et al., 2015, pág. 142). Las fábricas siguen basando sus estrategias 
únicamente en salarios muy bajos y en una capacidad de producción sobredi-
mensionada, y las largas jornadas de trabajo resultantes plantean problemas de 
eficiencia, calidad y seguridad (OIT, 2017 pág. 25; OIT, 2016a). Los proveedores 
locales sostienen que las políticas de fijación de precios de las marcas mundia-
les no les ofrecen otra alternativa (Human Rights Watch, 2019; Paton, 2020). De 
hecho, imponer obligaciones para subsanar las deficiencias exclusivamente en 
los países productores parece ineficaz, ya que tanto las marcas mundiales como 
los países importadores y sus consumidores se están beneficiando del statu quo 
(Locke, 2013; Human Rights Watch, 2019). La situación podría mejorar con nue-
vas normas que favorezcan la rendición de cuentas en caso de daños derivados 
de actividades comerciales (Bernaz, 2017; Simons, 2014). 

3. � El proyecto de tratado sobre las empresas  
y los derechos humanos

La envergadura del desastre del Rana Plaza hizo que tuviera efectos indirectos 
más allá de su área geográfica, tanto a escala nacional –en términos de enmien-
das legislativas en otras jurisdicciones–18 como regional (por ejemplo, Smit et al., 

18 Por ejemplo, en Francia, la Ley núm. 2017-399 de 27 de marzo de 2017 relativa al deber de 
vigilancia de las sociedades matrices y las empresas contratantes (Cossart, Chaplier y Beau de Lo-
menie, 2017). Pueden encontrarse otros ejemplos de medidas en OIT, 2016b, págs. 46-68, y Nacio-
nes Unidas, 2018, págs. 18-25.
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2020), o mundial, a través de las resoluciones de la OIT19 y de lo que se conoce 
como el «proceso de tratado» de las Naciones Unidas. Cientos de organizaciones 
de la sociedad civil apoyan este proyecto de tratado sobre las empresas y los de-
rechos humanos, que merece ser examinado en el contexto de las respuestas al 
desastre del Rana Plaza. ¿Qué enseñanzas podrían extraerse de estas experien-
cias para el proceso de elaboración de tal tratado? 

3.1.  Antecedentes del tratado propuesto
En 2011, el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas adoptó los 
Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos.20 Estos Princi-
pios no vinculantes se basan en tres pilares: la obligación del Estado de proteger 
los derechos humanos, la de las empresas de respetarlos y, en tanto que respon-
sabilidad conjunta, el acceso a mecanismos de reparación para las víctimas de 
violaciones de los derechos humanos relacionadas con las empresas (Naciones 
Unidas, 2020)21. Las empresas deben actuar con la diligencia debida (véanse es-
pecialmente los Principios 15 y 17-21) y cooperar en la reparación cuando hayan 
provocado o contribuido a provocar consecuencias negativas para los derechos 
humanos (Principio  22). Aunque estos Principios Rectores han sido objeto de 
críticas (por ejemplo, Thompson, 2017, pág. 57; Trebilcock, 2015, págs. 94-96), se 
han convertido en el marco de referencia en materia de empresas y derechos 
humanos (véase, por ejemplo, OIT, 2016b; OCDE, 2017).22 En el contexto laboral, la 
verdadera diligencia debida puede suponer una inversión sustancial (Trebilcock, 
2015; McCorquodale et al., 2017; Naciones Unidas, 2018). El Principio Rector 25 
recuerda la obligación de los Estados de garantizar el acceso a mecanismos de 
reparación eficaces como parte de su deber de protección, y el Principio 26 insta 
a reducir los obstáculos legales, prácticos y de otros tipos para acceder a los 
mecanismos de reparación. Mientras que los Principios Rectores 28 y 30-31 se 
refieren a los mecanismos de reclamación no estatales (incluidas las «colectivi-

19 Por ejemplo, OIT: Declaración del Centenario de la OIT para el Futuro del Trabajo, Conferen-
cia Internacional del Trabajo, 108.ª reunión, 2019, Ginebra. En la parte II.D se afirma que «las con-
diciones de trabajo seguras y saludables son fundamentales para el trabajo decente». En la Resolución 
sobre la Declaración del Centenario de la OIT para el Futuro del Trabajo se pide al Consejo de Ad-
ministración de la OIT que examine propuestas para incluir las condiciones de trabajo seguras y 
saludables en el marco de los principios y derechos fundamentales en el trabajo de la OIT. Véase 
también OIT: Resolución relativa al trabajo decente en las cadenas mundiales de suministro, Confe-
rencia Internacional del Trabajo, 105.ª reunión, 2016, Ginebra. 

20 Véase Naciones Unidas: Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos: 
Puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para «proteger, respetar y remediar» (A/HRC/17/31) 
y Los derechos humanos y las empresas transnacionales y otras empresas (A/HRC/RES/17/4), Asam-
blea General, 63.º periodo de sesiones, Nueva York, 2011. Explicado en Naciones Unidas, 2020.

21 La dimensión laboral de los Principios Rectores se deriva de su referencia a la Declaración 
de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo (1998) y a los dos Pactos 
de las Naciones Unidas de 1966, en particular el artículo  7 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas que garantiza «la seguridad y la higiene 
en el trabajo». Véase también Naciones Unidas: Observación general núm. 24 (2017) sobre las obli-
gaciones de los Estados en virtud del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales en el contexto de las actividades empresariales, Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, E/C.12/GC/24, Nueva York, 2017. 

22 Véase también OIT: Resolución relativa al trabajo decente en las cadenas mundiales de sumi-
nistro, 2016, op. cit. 
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dades» de múltiples partes interesadas y otras iniciativas de colaboración), las 
recientes directrices de las Naciones Unidas sobre la aplicación de los Principios 
Rectores apenas mencionan los mecanismos de reclamación en el marco de los 
convenios colectivos, el arbitraje laboral o los acuerdos marco internacionales 
como posibles vías de acceso a mecanismos de reparación efectivos (por su-
puesto, tampoco mencionan las experiencias en respuesta al desastre del Rana 
Plaza).23 Esto contrasta con la Resolución relativa al trabajo decente en las cade-
nas mundiales de suministro de 2016 de la OIT, en la que se hacía referencia a 
dichos mecanismos al tiempo que se pedía que se examinaran las medidas, ini-
ciativas o normas necesarias para promover el trabajo decente en esta esfera 
(párrafos 11, 17-18 y 23, c)).

Insatisfechos con el carácter voluntario de los Principios Rectores, varios paí-
ses en desarrollo presionaron para que se adoptara, en 2014, la Resolución 26/9 
del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, en la que se encomen-
daba a un Grupo de trabajo intergubernamental de composición abierta sobre 
las empresas transnacionales y otras empresas con respecto a los derechos hu-
manos (OEIGWG) que elaborara «un instrumento internacional jurídicamente 
vinculante sobre las empresas transnacionales y otras empresas con respecto a 
los derechos humanos».24 Bajo el liderazgo del Ecuador, los defensores del tra-
tado han logrado avances a pesar de la oposición frontal de muchos gobiernos 
y de la comunidad empresarial (Deva y Bilchitz, 2017). El Presidente del Grupo 
de trabajo intergubernamental publicó en julio de 2018 un anteproyecto de ins-
trumento jurídicamente vinculante que fue examinado por el Grupo en 2018 y 
2019.25 El conjunto inicial de propuestas incluía intentos de imponer obligacio-
nes jurídicas directas a las empresas (Naciones Unidas, 2017b) que posterior-
mente se abandonaron. Los borradores más recientes convertirían muchas de 
las disposiciones no vinculantes de los Principios Rectores en obligaciones para 
los Estados firmantes. Si bien ha aumentado la participación en las negociacio-
nes, varios Estados siguen oponiéndose a esta transposición de un instrumento 
de derecho indicativo al derecho prescriptivo. 

3.2.  Contenido propuesto del proyecto de instrumento
En julio de 2019, el Presidente del Grupo de trabajo intergubernamental publicó 
un proyecto revisado de instrumento internacional jurídicamente vinculante 
para regular, conforme al derecho internacional de los derechos humanos, las 

23 El Grupo de Trabajo de las Naciones Unidas sobre la cuestión de los derechos humanos y 
las empresas transnacionales y otras empresas ha invitado a los Estados a otorgar a los tribunales 
nacionales del trabajo la competencia para juzgar los impactos de las empresas en los derechos 
humanos (Naciones Unidas, 2014, pág. 29; véase también Naciones Unidas, 2017a), pero estos tér-
minos fueron eliminados de la versión final del documento Orientación para los Planes de Acción 
Nacionales sobre las empresas y los derechos humanos (Naciones Unidas, 2016). En cualquier caso, 
¿cómo podrían esos organismos hacer frente a los complejos perjuicios o litigios relacionados con 
contratos comerciales tras un desastre industrial?

24 Naciones Unidas: Elaboración de un instrumento internacional jurídicamente vinculante sobre 
las empresas transnacionales y otras empresas con respecto a los derechos humanos, Asamblea Ge-
neral, 26.º periodo de sesiones, A/HRC/RES/26/9, Nueva York, 2014.

25 Sobre los resultados de las diversas negociaciones, véanse los resúmenes de los relatores 
de las sesiones y varios informes en el Business and Human Rights Journal. Puede encontrarse un 
ejemplo reciente de estos últimos en Methven O’Brien, 2020.
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actividades de las empresas transnacionales y otras empresas,26 que se examinó 
en octubre de 2019. El 6 de agosto de 2020, el Presidente publicó una nueva ver-
sión para que el OEIGWG la examinara en octubre de 2020.27 Si se aprueba y 
aplica (algo que no puede darse por descontado), este tratado podría marcar, 
en efecto, un cambio en lo que respecta a la rendición de cuentas en las cade-
nas mundiales de suministro. Sin entrar en detalles, veamos a continuación las 
disposiciones más relevantes del borrador más reciente desde una perspectiva 
post-Rana Plaza. 

3.2.1.  Finalidad, alcance y definiciones
El objeto del instrumento, según reza en el artículo 2 del borrador más reciente, 
se centra en las obligaciones de los Estados de respetar, proteger y promover 
los derechos humanos en el contexto de las actividades empresariales, incluida 
la prevención de los abusos (artículo 6), garantizar el acceso efectivo a la justi-
cia y a los recursos para las víctimas (artículos 4 y 7, principalmente), y facilitar 
y fortalecer la asistencia judicial recíproca y la cooperación internacional (ar- 
tículos 12 y 13). El ámbito de aplicación del proyecto es amplio: abarca los dere-
chos humanos reconocidos en varios conjuntos de instrumentos internacionales 
y todas las actividades empresariales de carácter comercial (artículo 3).28 Este 
amplio alcance se logra a través de una serie de definiciones (artículo 1), entre 
ellas la de «relación comercial» (artículo 1, 5)).29 Mediante este enfoque, el instru-
mento regularía esencialmente la rendición de cuentas a lo largo de las cadenas 
de suministro desde el punto de vista de los derechos humanos, lo cual supone 
un cambio de paradigma con respecto a la lógica del derecho empresarial, en 
particular en el sector de la confección. Sin embargo, al mismo tiempo, el último 
borrador refleja el enfoque de los Principios Rectores de permitir que las leyes 
estatales diferencien la forma en que las empresas comerciales han de cumplir 
sus obligaciones «en función de su tamaño, sector, contexto operacional y la 
gravedad de las repercusiones en los derechos humanos» (artículo 3, 2)); véase 
también el artículo 6, 2)). Esto puede atenuar cierta oposición a las propuestas.  

3.2.2.  Diligencia debida y prevención
La reglamentación eficaz de las actividades de las empresas comerciales y los 
requisitos de diligencia debida en materia de derechos humanos constituyen el 
núcleo del artículo 6, relativo a la prevención. La diligencia debida que deben 

26 Véase https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/OEIGWG_Revi 
sedDraft_LBI.pdf (acceso el 28/08/2020). 

27 https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/Session6/OEIGWG_
Chair-Rapporteur_second_revised_draft_LBI_on_TNCs_and_OBEs_with_respect_to_Human_Rights.pdf 
(acceso el 28/08/2020).

28 En su extenso preámbulo se hace referencia, entre otros, a los ocho convenios fundamen-
tales de la OIT y a su recientemente aprobado Convenio sobre la violencia y el acoso, 2019 (núm. 190).

29 La «relación comercial» se define como toda relación entre personas físicas o jurídicas para 
realizar actividades comerciales, incluidas, entre otras, las actividades realizadas a través de filia-
les, subsidiarias, agentes, proveedores, cualquier asociación o sociedad comercial, empresa conjunta, 
usufructo o cualquier otra estructura o relación contractual prevista en el derecho interno del Es-
tado, incluidas las actividades realizadas por medios electrónicos (artículo 1, 4)).

https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/OEIGWG_RevisedDraft_LBI.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/OEIGWG_RevisedDraft_LBI.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/Session6/OEIGWG_Chair-Rapporteur_second_revised_draft_LBI_on_TNCs_and_OBEs_with_respect_to_Human_Rights.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/Session6/OEIGWG_Chair-Rapporteur_second_revised_draft_LBI_on_TNCs_and_OBEs_with_respect_to_Human_Rights.pdf
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asumir las empresas comerciales abarca la identificación, evaluación, preven-
ción, mitigación, vigilancia y comunicación de todo abuso de los derechos hu-
manos (se ha eliminado el término «violaciones» que figuraba en el proyecto de 
julio de 2019) que pueda producirse en el contexto de las relaciones comerciales 
(artículo 6, 2)). En el proyecto se pide que se realicen evaluaciones periódicas 
de impacto en los derechos humanos, se integre una perspectiva de género en 
todas las etapas del proceso de diligencia debida, se incluyan requisitos de dili-
gencia debida en los contratos y se presenten informes no financieros, en par-
ticular sobre políticas, riesgos, resultados e indicadores relativos a los derechos 
laborales en relación con todas las operaciones de una empresa, inclusive sus 
relaciones comerciales (artículo 6, 3), a), b), e) y f)), entre otras medidas.

3.2.3.  Medidas correctivas y de reparación
1) Derechos de las víctimas, acceso a la justicia y reparación
El artículo 4 del proyecto enumera los derechos de las víctimas, y el artículo 5 
amplía su protección mientras buscan reparación; el artículo 7, por su parte, se 
refiere al acceso a mecanismos de reparación. Los derechos de las víctimas in-
cluyen el derecho a un acceso justo, adecuado, rápido y no discriminatorio a la 
justicia y a un mecanismo de reparación efectivo (artículo 4, 2), c)), y el derecho 
a presentar reclamaciones, inclusive mediante acciones colectivas, a los tribuna-
les y a los mecanismos de reclamación estatales no judiciales (artículo 4, 2), d)).  
Los recursos mencionados incluyen la restitución, la indemnización, la reha-
bilitación, la satisfacción y las garantías de no repetición para las víctimas (ar-
tículo 4, 2), c)). Esto es esencialmente lo que las víctimas del desastre del Rana 
Plaza buscaban y, en cierta medida, también lo que recibieron, en virtud del 
Plan o del Acuerdo. 

2) Responsabilidad legal
En relación con la responsabilidad legal por las violaciones o abusos de los dere-
chos humanos en el contexto de actividades comerciales (artículo 8), el borrador 
exige a los Estados que adopten medidas para garantizar que su jurisdicción in-
terna prevea una reparación adecuada, pronta, eficaz y sensible a las cuestiones 
de género para las víctimas de abusos de los derechos humanos en el contexto 
de actividades comerciales (artículo 8, 5)). Los gobiernos deben exigir a las per-
sonas físicas o jurídicas que realicen actividades comerciales la responsabilidad 
de impedir que otra persona física o jurídica con la que tengan una relación co-
mercial cause o contribuya a causar abusos de los derechos humanos, cuando 
las primeras controlen o supervisen de hecho o de derecho a esa persona o la 
actividad pertinente que haya causado o contribuido a causar los abusos de los 
derechos humanos, o haya previsto riesgos de abusos de los derechos humanos 
en la realización de sus actividades comerciales, incluidas las de carácter trans-
nacional, o en sus relaciones comerciales, pero no haya adoptado medidas ade-
cuadas para impedir el abuso (artículo 8, 7)).

Esta propuesta de gran alcance sigue siendo controvertida y podría impli-
car cambios en las prácticas de contratación y de fijación de precios (véase, por 
ejemplo, OCDE, 2017; Human Rights Watch, 2019). La disposición añade que los 
tribunales deben decidir sobre la responsabilidad tras examinar la conformidad 
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con las normas aplicables de diligencia debida en materia de derechos huma-
nos, pero que esa diligencia debida no eximirá automáticamente de responsa-
bilidad a una persona jurídica o física (artículo 8, 8)). El texto también prevé la 
posible inversión de la carga de la prueba, de conformidad con los requisitos 
del estado de derecho (artículo 7, 6)). 

3) Aspectos financieros y asistencia
En algunas jurisdicciones, un tribunal puede ordenar, si falla en contra del de-
mandante, que este reembolse los gastos judiciales de la otra parte,30 lo que 
puede convertirse en un poderoso elemento disuasorio para que las víctimas 
busquen reparación. El borrador de julio de 2019 impedía esta posibilidad y 
prohibía todo requisito potencial de proporcionar una garantía para iniciar los 
procedimientos (artículo 4, 12) y 13), de dicho borrador), mientras que la ver-
sión más reciente no lo hace. El instrumento prevé un fondo internacional para 
las víctimas, pero sin especificar los detalles (artículos  13, 2), e), y 15, 7)). No 
está claro cómo un fondo internacional mejoraría la rendición de cuentas de 
determinadas empresas en industrias como la confección, que no son intrínse-
camente peligrosas. Sin embargo, en los artículos 12 y 13 se prevé asistencia ju-
rídica mutua y cooperación internacional. Esas medidas habrían sido útiles para 
algunos demandantes del Rana Plaza.

4) Responsabilidad penal
El borrador más reciente también contiene, en los párrafos 9 a 11 del artículo 8, 
disposiciones sobre la responsabilidad penal. En el artículo 6 del borrador de julio 
de 2019 se habían enumerado como delitos penales, entre otros, el trabajo for-
zoso, tal como se define en el Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930 (núm. 29), 
y en el Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso, 1957 (núm. 105), pero 
sin mencionar el Protocolo de 2014 relativo al Convenio sobre el trabajo forzoso, 
1930 (que a su vez se refiere a «acciones jurídicas y de reparación apropiadas»), 
y la utilización de niños en conflictos armados, tal como se define en el Convenio 
sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999 (núm. 182). En la versión más 
reciente se suprimen estas referencias específicas. Sin embargo, las disposiciones 
en que se hace referencia a los convenios fundamentales de la OIT (artículo 3, 3))  
podrían aplicarse a dichos actos, así como a los que implican denegación de la 
libertad sindical o la discriminación que revistan carácter penal. 

3.2.4.  Superar los obstáculos
El proyecto de tratado también contiene disposiciones sobre la jurisdicción judi-
cial para el tratamiento de las quejas, un plazo razonable de prescripción para 
las reclamaciones de derecho civil y la elección de la ley aplicable (artículos 9, 
10, 2), y 11); son exactamente los dilemas que han planteado todos los litigios en 
la cadena de suministro de las prendas de vestir en varias jurisdicciones tras el 

30 Véase, por ejemplo, la decisión del Tribunal Supremo de Ontario (Canadá) en la que se or-
dena a los demandantes del Rana Plaza que paguen aproximadamente 2 millones de dólares a las 
empresas demandadas al haberse desestimado el caso tras la apelación de estas últimas; Das c. 
George Weston Ltd. (2017) ONSC 5583.
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desastre del Rana Plaza. El proyecto establece las jurisdicciones en las que se pue-
den presentar reclamaciones (véanse los detalles en el artículo 9) e impediría que 
los tribunales declinaran su jurisdicción basándose en la doctrina del forum non 
conveniens (artículo 9, 3)), lo cual no será fácil de aceptar para algunos Estados.

Además, los Estados deberán establecer mecanismos eficaces para hacer 
cumplir las medidas de reparación de los abusos de los derechos humanos, in-
clusive mediante la pronta ejecución de las sentencias o laudos nacionales o 
extranjeros, de conformidad con el potencial instrumento jurídicamente vincu-
lante, la legislación nacional y las obligaciones jurídicas internacionales (artícu- 
lo 7, 7)). El texto contiene disposiciones sobre la facilitación del reconocimiento 
y la ejecución de las sentencias en los artículos 12, 8), y 9). Esos proyectos de 
artículos, junto con los relativos a la responsabilidad jurídica, facilitarían a las 
víctimas de accidentes laborales la presentación de reclamaciones, así como el 
cumplimiento de las sentencias judiciales. Por otra parte, las disposiciones sobre 
la coherencia con los principios e instrumentos del derecho internacional (ar-
tículo 14) contienen texto sobre la integridad territorial y la no intervención en 
los asuntos internos de otros Estados que podría atenuar el impacto del tratado 
en su conjunto. Para evitar este escollo, debería prestarse más atención a meca-
nismos alternativos de solución de controversias, como el arbitraje no judicial 
vinculante mejorado (por ejemplo, las cláusulas modelo de arbitraje), que ade-
más resultaría más asequible que el litigio. 

3.2.5.  Mecanismos institucionales
El proyecto propone mecanismos institucionales que incluyen el tradicional co-
mité de expertos en derechos humanos y una conferencia de Estados partes 
(artículo  15, 1)-6)). Prevé para los Estados la posibilidad de elegir, en caso de 
controversias no resueltas de otro modo, entre su sumisión obligatoria al Tri-
bunal Internacional de Justicia o un arbitraje mutuamente acordado con el otro 
Estado parte implicado (artículo 18). A este respecto, cabría imaginar una fun-
ción para la OIT, que consistiría en el establecimiento de una lista de árbitros 
internacionales competentes para abordar cuestiones laborales (véase Blasi y 
Bair, 2019, pág. 36), o bien, con su consentimiento, prever la posible remisión 
de un caso por el comité de expertos correspondiente a los órganos de control 
de la OIT, cuando proceda.

3.3.  Proyecto de Protocolo Facultativo
El proyecto de tratado deja abierta la posibilidad de que se complemente con 
protocolos (artículo 17). En septiembre de 2018, el OEIGWG presentó un proyecto 
de protocolo facultativo al tratado propuesto.31 Con arreglo al mismo, los Esta-
dos tendrían que designar o establecer un mecanismo nacional de aplicación 
para promover el cumplimiento, la supervisión y la aplicación del nuevo tra-
tado. El protocolo facultativo también otorgaría competencia al comité previsto 
en el tratado para examinar las comunicaciones individuales y colectivas en que 
se denuncien violaciones (artículos 8-12 del proyecto de protocolo facultativo).

31 Disponible en https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/Session4/
ZeroDraftOPLegally.PDF (acceso el 20/08/2020). 

https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/Session4/ZeroDraftOPLegally.PDF
https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/Session4/ZeroDraftOPLegally.PDF


Rana Plaza, iniciativas transnacionales y proyecto de tratado 619

3.4.  Valor añadido de los proyectos de tratado y protocolo
Los defensores del tratado lo consideran importante para clarificar y matizar 
el ámbito de las empresas y los derechos humanos, así como para la protección 
y reparación genuinas y efectivas de las víctimas de abusos (Baxi, 2016; Deva y 
Bilchitz, 2017). Podría decirse que reforzaría el deber de los Estados de proteger 
los derechos humanos y les impondría obligaciones de asistencia jurídica mutua 
para garantizar el acceso de las víctimas a mecanismos de reparación efectivos 
(De Schutter, 2016, págs. 44-55 y 63-66). En efecto, si bien los convenios interna-
cionales del trabajo prevén medidas para darles efecto (Naciones Unidas, 2015), 
algunos no contemplan recursos de reparación para las víctimas o son vagos 
al respecto. Este es uno de los ámbitos en el que el proyecto de tratado podría 
aportar algún valor añadido. Sin embargo, aduciendo que la influencia real de 
los Principios Rectores estaba intrínsecamente ligada a su carácter no vinculante, 
hay quien teme que ese tratado (vinculante) pueda obstaculizar o debilitar las 
garantías existentes y su evolución natural (Černič y Carrillo-Santarelli, 2018, 
pág. 299). Para otros, esa evolución es simplemente demasiado lenta. El proceso 
de elaboración del tratado podría ayudar a identificar y salvar las lagunas que 
limitan el acceso efectivo a los mecanismos de reparación. 

Sin embargo, tanto el proyecto de tratado como el proyecto de protocolo 
facultativo dejan muchas cuestiones jurídicas sin respuesta. Entre ellas figuran 
la relación con el recientemente aprobado Convenio sobre Reconocimiento y 
Ejecución de Sentencias Extranjeras en Materia Civil y Comercial de 2019,32 y el 
Convenio para Facilitar el Acceso Internacional a la Justicia de 1980,33 ambos de 
la Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado. En general, el pro-
ceso de elaboración del tratado no ha puesto de manifiesto hasta el momento 
un conocimiento suficiente de estas u otras obligaciones jurídicas internacio-
nales. Por ejemplo, el párrafo 5, b), del artículo 14 del proyecto de instrumento 
jurídicamente vinculante establece que todo nuevo acuerdo sobre comercio e 
inversión deberá ser compatible con las obligaciones de los Estados partes en 
materia de derechos humanos en virtud del nuevo tratado. Sin embargo, ¿cómo 
encajaría esta disposición con la norma de derecho internacional general que 
da prioridad a los tratados celebrados posteriormente?34

El instrumento propuesto requiere todavía ciertas precisiones jurídicas, 
junto con un mayor reconocimiento de formas alternativas de solución de con-

32 Disponible en https://assets.hcch.net/docs/806e290e-bbd8-413d-b15e-8e3e1bf1496d.pdf (en in-
glés; todavía no se ha traducido al español. Acceso el 21/09/2020). Este Convenio, adoptado por 
unanimidad por la Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado el 2 de julio de 
2019, complementaría, al entrar en vigor, el Convenio sobre Acuerdos de Elección de Foro de 2005, 
también de la Conferencia de La Haya, y, en cierta medida, la Convención sobre el Reconocimiento 
y la Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras de las Naciones Unidas (Nueva York, 1958). 
El Acuerdo sobre Incendios y Seguridad de los Edificios en Bangladesh se refería a esta Convención 
de 1958. 

33 Disponible en https://assets.hcch.net/docs/a311a685-d6e7-41d4-8210-7c2b8c30429e.pdf (acceso 
el 20/09/2020). 

34 El artículo 30 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 (que se 
menciona en el borrador más reciente del proyecto de tratado, en su artículo  14, 4), sobre la in-
munidad del Estado) establece los medios de aplicación de tratados sucesivos relativos a la misma 
materia.

https://assets.hcch.net/docs/806e290e-bbd8-413d-b15e-8e3e1bf1496d.pdf
https://assets.hcch.net/docs/a311a685-d6e7-41d4-8210-7c2b8c30429e.pdf
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troversias en el ámbito laboral y de los instrumentos y mecanismos pertinentes 
de la OIT (véase Naciones Unidas, 2015 y 2016). Sus redactores también podrían 
ser más imaginativos en relación con el seguimiento previsto, estableciendo  
vínculos con los órganos de la OIT cuando proceda remitirse a principios o con-
venios de la OIT ratificados. Las enseñanzas en materia de gobernanza de las 
iniciativas en respuesta al desastre del Rana Plaza deberían tenerse en cuenta 
para reforzar las disposiciones sobre prevención, solución de controversias y 
reparación. 

En cualquier caso, el proceso del tratado no puede escapar al hecho de que 
está constreñido dentro de un modelo estatalista, desde su adopción hasta su 
ratificación. Esto conlleva dos retos. El primero es que, si bien la sociedad civil 
ejerce una presión considerable en el contexto de las Naciones Unidas, son los Es-
tados los que toman las decisiones. El segundo es que los países que no respetan 
los instrumentos de derechos laborales u otros derechos humanos en vigor, ¿lo 
harían en virtud de un nuevo instrumento que exija reparación en caso de in-
cumplimiento? El tratado propuesto se limita a eludir el escollo más infranquea-
ble del derecho laboral transnacional, a saber, que los problemas que surgen en 
el plano mundial se confinan sistemáticamente al plano nacional para su reso-
lución (véase Blackett, 2019; Pekdemir, Glasbergen y Cörvers, 2015). El proyecto 
de tratado depende en gran medida de la legislación nacional para su aplicación.

No obstante, ese nuevo instrumento aumentaría la presión sobre las empre-
sas para que actúen con la diligencia debida en materia de derechos humanos 
a fin de prevenir abusos y rendir cuentas en caso de incumplimiento. Incluso 
si no se ratificara, proporcionaría al menos ciertas armas a quienes luchan en 
pro de la justicia social en las cadenas de valor mundiales (véase, por ejemplo, 
Anner, Bair y Blasi, 2013; Bernaz, 2017; Hyde, 2016; Simons, 2014). Además, po-
dría impulsar otras propuestas, como la de exigir que los planes financieros de 
las empresas incluyan disposiciones para los posibles costos de saneamiento y 
del cuidado de la salud, en caso de que se produzcan daños ambientales y socia-
les como consecuencia de sus actividades (OIT, 2019, pág. 54). Para ello, al igual 
que se preveía en el Acuerdo, se combinarían los mecanismos privados con las 
obligaciones jurídicas de transparencia y rendición de cuentas. 

4.  Conclusión
La mayor parte del valor de la cadena de suministro de la fabricación de pren-
das de vestir es captada por las marcas y los minoristas, quedando poco para 
los proveedores y aún menos para los trabajadores (Human Rights Watch, 2019; 
Alamgir y Banerjee, 2019; Lund-Thomsen y Lindgreen, 2014). El problema bá-
sico de las cadenas de valor mundiales sigue siendo el mismo: un alto nivel de 
imbricación entre los fabricantes y las marcas minoristas que se abastecen a 
lo largo y ancho del mundo, combinado con un régimen jurídico que absuelve 
a los que dirigen los diversos eslabones de la cadena de suministro del tipo de 
responsabilidad, tanto moral como económica, que incumbe a los que dirigen 
formalmente la empresa estructurada verticalmente (véase Lichtenstein, 2017, 
pág. 330; Bernaz, 2017; Martin, 2018). Con los espacios de venta al por menor 
cerrados por las restricciones en relación con la COVID-19, numerosos compra-
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dores han anulado los contratos con sus proveedores, lo que nos recuerda la 
inestabilidad de la industria de la confección y la fragilidad de las economías y 
los trabajadores que dependen de ella. Estos no son los problemas para los que 
se concibieron las iniciativas en respuesta al desastre del Rana Plaza, pero nos 
permiten reflexionar más a fondo sobre cómo construir cadenas de valor glo-
bales más equitativas y sostenibles. Una vez más, la OIT está convocando a los 
principales actores para encontrar una vía de salida de la crisis en la industria 
de la confección de Bangladesh; lo que se necesita, en términos más generales, 
es una «nueva normalidad» (Naciones Unidas, 2020). 

Las tres iniciativas en respuesta al desastre del Rana Plaza –el Acuerdo, 
la Alianza y el Plan/Fondo Fiduciario– ofrecen ideas que deberían tenerse en 
cuenta al concebir futuros enfoques, desde el plano local hasta el transnacional. 
Han hecho avanzar el derecho laboral transnacional por vías innovadoras para 
alcanzar soluciones prácticas a corto plazo. También han demostrado que, cola-
borando con otros actores, la OIT puede actuar con rapidez y creatividad en el 
marco de su mandato actual, aprovechando su enfoque basado en el diálogo, su 
neutralidad y sus normas internacionales del trabajo. En particular, el modelo 
desarrollado en el marco del Acuerdo ya se ha utilizado en otros contextos. Sin 
embargo, las mejoras logradas en materia de seguridad y capacidad de inspec-
ción en Bangladesh podrían resultar efímeras a menos que el modelo básico de 
abastecimiento y de precios a la baja evolucione hacia uno de trabajo decente 
en todas sus facetas (Blasi y Bair, 2019; Kabeer, Huq y Sulaiman, 2019). En par-
ticular, la experiencia adquirida en el marco del Acuerdo demostró la impor-
tancia del respeto de la libertad sindical para avanzar hacia un modelo salarial 
más justo y prácticas de trabajo más seguras. 

Por su parte, el proyecto de tratado de las Naciones Unidas intenta superar 
un ámbito jurídico caracterizado por la compartimentación que favorece la elu-
sión de responsabilidades. Probablemente, el comportamiento de las empresas 
solo evolucione hacia un mayor respeto de los derechos humanos si se incre-
menta su responsabilidad a través de diversos medios (Bernaz, 2017, pág. 297; 
Simons, 2014). Queda por ver si el tratado y el protocolo facultativo propuestos 
por las Naciones Unidas contribuirán a este objetivo. Por lo menos, esta inicia-
tiva ya ha puesto de relieve la forma en que podrían reducirse ciertas lagunas 
jurídicas. Las propuestas deben afinarse desde el punto de vista jurídico, y al 
mismo tiempo tener en cuenta la experiencia adquirida con las iniciativas en 
respuesta al desastre del Rana Plaza y con iniciativas de diligencia debida desde 
una perspectiva laboral y empresarial. Si el tratado llega a adoptarse, será solo 
una de las muchas medidas que aún se necesitan para prevenir los desastres en 
el lugar de trabajo y, cuando ello no sea posible, garantizar el acceso a la justicia 
y a mecanismos de reparación eficaces para las víctimas. 
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